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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 23 de abril de 2015

                           DJ-AJ- 302-2015   
Señora
MBA Ana Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva
S.  D.

Estimada señora: 

En atención al Oficio Nº 1862-DE-2015 del 11 de marzo del presente año, donde la MBA Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial, solicita criterio legal a esta Dirección, en relación con la gestión presentada por el Dr. Carlos Arrieta Salas, Director de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica.

Mediante oficio Nº ORH-1350-2015 del 9 de marzo de los corrientes, el señor Arrieta Salas, consulta: ¿si existe impedimento legal para que una persona jubilada del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, continúe con la relación laboral que simultáneamente tienen con la Universidad de Costa Rica (UCR), en  la cual está cotizando para otro Régimen de Pensiones? Así como, ¿si existe algún impedimento para que las personas jubiladas por el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, puedan ser recontratadas como docentes en la UCR, aunque en esta Institución se hayan jubilado para el mismo régimen u otro? Se le remite el siguiente informe.
Criterio legal:

1.- Para el caso que nos ocupa, resulta de interés remitirnos a la aclaración dispuesta por el artículo 2° del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativo a las Jubilaciones y Pensiones, al establecer que se entiende por Servidor Judicial a “la persona con nombramiento en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario”; por Jubilación al “derecho del servidor judicial de percibir una asignación por vejez, por imposibilidad permanente para el desempeño de su cargo o empleo o para mejor servicio”, y por Pensión al “derecho que tienen los familiares del servidor o jubilado judicial a que hace referencia el artículo 232 de la L.O.P.J. en caso de su fallecimiento, a percibir una asignación mensual”. Así pues, se tiene como Persona Jubilada a la servidora o servidor judicial que haya alcanzado los requisitos para optar y disfrutar de ese beneficio, sea por vejez, imposibilidad permanente para el desempeño de su cargo o para mejor servicio; y como Persona Pensionada a los beneficiarios del fallecido servidor o servidora judicial, establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Por su parte, es también de interés rescatar las definiciones que el artículo 2° del Reglamento de la Carrera Docente, Decreto Ejecutivo N° 2235/1972, señala: 

Artículo 2º: Se consideran servidores docentes los comprendidos por el artículo 54 de la Ley de Carrera Docente y que, para los efectos que la presente reglamentación, se dividen en:
a) Funcionarios propiamente docentes, que son los profesores que en el ejercicio de su profesión, imparten lecciones en cualquiera de los niveles de la enseñanza de acuerdo con los programas oficiales; 

b) Funcionarios técnico-docentes, que son los que realizan fundamentalmente labores de planificación, asesoramiento, orientación o cualquier otra actividad técnica, íntimamente vinculada con la formulación de la política en la educación pública nacional; y 

c) Funcionarios administrativo-docentes, que son los que realizan primordialmente labores de dirección, supervisión y otras de índole administrativa, relacionadas con el proceso educativo y para cuyo desempeño se requiere poseer título o certificado que faculte para la función docente. (Ley Nº 4889 del 17 de noviembre de 1971).

Ahora bien, en relación con la consulta en atención, se debe señalar que conforme el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, “al jubilado o pensionado, se le suspenderá del goce del beneficio, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, de sus bancos, de sus instituciones, de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas de economía mixta. También se podrá suspender, según las circunstancias, el goce del beneficio, cuando éste hubiera sido acordado en razón de enfermedad y se tenga noticia de que la persona está desempeñando otro empleo, mientras se mantenga esta última situación”.
Sin embargo, mediante voto Nº 3692-2013 del 15 de marzo de 2013, la Sala Constitucional resolvió:
(…) “dada la identidad de la materia que se examina, siendo irrazonable que a una persona jubilada se le prohíba que, simultáneamente, reciba un salario por el ejercicio de la docencia en un centro de enseñanza superior de carácter universitario. Obsérvese que las universidades públicas tienen una regulación especial en la Constitución, tanto que, son concebidas como instituciones de “cultura superior”, constituyendo verdaderos crisoles del conocimiento, de la investigación, de las ideas y del desarrollo material y espiritual de cualquier país. De otra parte, resulta claro que constituye un principio y bien constitucionalmente protegido la libertad de cátedra, tanto que el ordinal 87 de la Constitución estatuye que “La libertad de cátedra es principio Fundamental de la enseñanza universitaria”. Adicionalmente,  observa este Tribunal que lleva razón el recurrente en sus planteamientos en relación a la infracción del principio de igualdad y a las garantías del debido proceso. En relación al principio de igualdad (artículo 33 constitucional), debe advertirse que en los países que integran el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, tiene, también, al propio tiempo, la condición de un derecho humano, según se desprende del artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José, al estipular que todas las personas “tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”. En el caso costarricense, los instrumentos del Derecho Internacional o Regional Público de Derechos Humanos, forman parte del parámetro de constitucionalidad (artículo 48 constitucional), de modo que deben ser empleados para fiscalizar las actuaciones de los poderes públicos en los diversos procesos constitucionales. En el sub-lite, se observa que, efectivamente, a un funcionario judicial activo sí se le reconoce la posibilidad de ejercer la docencia, en tanto que, a uno jubilado o retirado se le restringe esa misma oportunidad y, aún más, se brinda un trato diferenciado a los jubilados que son docentes de un centro público respecto de los que ejercen la docencia en un centro privado de enseñanza superior universitaria. No existen, ni se aportan, motivos objetivos y razonables que justifiquen ese tratamiento dispar, por lo que se produjo una discriminación que infringe el principio y el derecho a la igualdad. Resulta contrario al derecho al desarrollo de los pueblos que a las personas jubiladas o retiradas, que han acumulado experiencias y conocimientos, se les impida o se les establezca cortapisas para ejercer la docencia en un centro de enseñanza superior (…).

Con lo cual, se desprende la posibilidad de que las personas beneficiarias del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial puedan ejercer la docencia tanto en las Instituciones Públicas como Privadas, en virtud de la necesidad académica de contratar y retener a las y los profesionales más experimentados, en beneficio de los educandos.

Criterio coincidente con lo dispuesto por el artículo 2° del Reglamento para la Recontratación de Personal Académico Jubilado para los Diferentes Regímenes de Pensiones y Jubilaciones de la República, que impera en la Universidad de Costa Rica:
Artículo 2. La recontratación de personal jubilado con alto perfil académico tiene carácter excepcional y temporal, la cual deberá estar motivada por la necesidad de la unidad académica y el interés institucional de mantener la excelencia académica y aprovechar la experiencia adquirida, con el propósito de fortalecer el grado, el posgrado, la investigación y la acción social (…)

Valga indicar, que en este último Reglamento se establecen (…) “los fines, las condiciones y los procedimientos para la recontratación remunerada del personal académico jubilado de todos los diferentes regímenes de pensiones y jubilaciones de la República. La recontratación se realizará para la docencia en los programas de grado y posgrado, así como para los proyectos de investigación y de acción social. La recontratación es optativa para las unidades académicas y no se podrá realizar para ocupar cargos docente-administrativos, de dirección o coordinación de programas y proyectos o de jefaturas en el sector administrativo” (artículo 1°). (Reforma Integral aprobada en sesión 5518-04, 03/03/2011 y ratificada en sesión 5519-07, 08/03/2011. Publicada en el Alcance a La Gaceta Universitaria 4-2011, 10/03/2011. Modificado en sesión 5690-02 del 29/11/2012 y publicado, de manera integral, en el Alcance a La Gaceta Universitaria 16-2012 del 10/12/2012).

Por su parte, conforme la interpretación del citado numeral 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), dada por la Sala Constitucional mediante resolución Nº 16564 del 5 de noviembre de 2008, se debe entender que, cuando el artículo habla de pensionado, no se incluye a los familiares beneficiarios del trabajador judicial, sino que únicamente se refiere a las personas jubiladas del Poder Judicial. De esa manera, en concordancia con el mencionado voto Nº 3692-2013 del 15 de marzo de 2013, al igual que las y los jubilados, las personas pensionadas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial pueden también prestar sus servicios como docentes en la Universidad de Costa Rica.
En el mismo orden de ideas, se debe rescatar que aún antes del mencionado pronunciamiento constitucional, en el Poder Judicial, bajo criterio y autorización del Consejo Superior, ha existido la posibilidad de que funcionarios y funcionarias judiciales – activos – puedan impartir lecciones, incluso en horas laborales, en casas de enseñanza superior. Ello en virtud del beneficio cultural que la docencia universitaria importa a la sociedad costarricense y de conformidad con el artículo 9 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que reza: “Artículo 9.- Se prohíbe a todos los funcionarios y empleados del Poder Judicial: (…) 3.- Desempeñar cualquier otro empleo público. Esta prohibición no comprende los casos exceptuados en la ley ni el cargo de profesor en escuelas universitarias, siempre que el Consejo Superior del Poder Judicial así lo autorice y las horas lectivas que deba impartir, en horas laborales, no excedan de cinco por semana” (la negrita es nuestra). Lo cual, en concordancia con el aludido voto N° 3692-2013 del 15 de marzo de 2013, vino a extender sus alcances, al punto de que las personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial pueden también ejercer la docencia superior en pleno goce de los beneficios del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Razón por la que, con base en las excepciones vistas, lo dispuesto por el Tribunal Constitucional y salvo disposición en contrario, no existe impedimento legal para que una persona jubilada o pensionada en pleno goce del beneficio del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial pueda ser contratada, recontratada o continúe ejerciendo la docencia en la Universidad de Costa Rica, aun cuando esas personas se encuentren cotizando, para esos efectos, en cualquier otro régimen de jubilaciones y pensiones.
Elaborado por

Pablo Mejía Salgado

Técnico Jurídico
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